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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI 

SALA LABORAL 

 

Ref. Auto Ejec. Martha Cecilia Molina 

C/ U.G.P.P. 

Rad. 012-2018-00545-02 

 

‘¿’ 1 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI. 

SALA LABORAL 

 

AUDIENCIA NÚMERO 255 

Decisión 

 

En Santiago de Cali, veintitrés (23) de julio de dos mil 

veintiuno (2021). 

 

El Magistrado Ponente CARLOS ALBERTO OLIVER 

GALE, en asocio de los demás Magistrados que integran la Sala de Decisión, 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO y LUIS GABRIEL MORENO LOVERA, se 

constituyó en audiencia pública especial y declaró abierto el acto con el fin de dar 

lectura al siguiente: 

 

AUTO INTERLOCUTORIO Nº 116 

Aprobado en Acta Nº 056 

 

MAGISTRADO PONENTE:      DR. CARLOS ALBERTO OLIVER GALE 

 

Le corresponde a la Sala decidir sobre el recurso de 

apelación que interpuso la parte demandante contra el Auto Interlocutorio N° 1980 

del 21 de mayo del año 2021, proferido por el Juzgado Doce Laboral del Circuito 

de Cali, dentro del proceso ejecutivo de MARTHA CECILIA MOLINA en contra de 

la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, a 

través del cual el Juzgado decidió, para lo que interesa al recurso, Decretar el 

embargo y retención de los dineros que a cualquier título posea la UGPP, en 

cuentas de ahorros y corrientes en Banco Caja Social, Banco de Occidente, 

Bancolombia, Banco AVvillas y Banco Davivienda, Inclusive sobre los cuales 

exista protección legal de inembargabilidad, limitando la medida cautelar a la suma 

de $130’886.958,05. 
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ANTECEDENTES 

 

La demandante, por medio de Apoderado Judicial, 

presentó demanda ejecutiva a continuación de proceso ordinario, en la que solicita 

se libre mandamiento de pago ejecutivo por la suma de $371’863.610,18, 

correspondiente a la diferencia en los intereses moratorios liquidados a partir del 2 

de junio del año 2002 al 30 de septiembre del año 2018, hasta el momento en que 

se haga efectivo el pago de la obligación; el pago de las costas del proceso 

ejecutivo. 

 

El Juzgado Doce Laboral del Circuito de Cali, mediante 

Auto Interlocutorio N° 1884 del 8 de mayo del año 2018 (folio 99), dispuso librar el 

mandamiento de pago, por la suma de $371’863.610,18, por concepto de 

diferencias en los intereses moratorios liquidados a partir del 2 de junio del año 

2002 al 30 de septiembre del año 2018 y por las costas del proceso ejecutivo. 

 

Por medio de escrito (folios 106 y 115) la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social - UGPP presentó como excepciones las que denominó Pago; 

Caducidad y/o Prescripción; Buena fe de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP; 

Declaratoria de otras excepciones. 

 

Mediante Sentencia N° 21 del 8 de noviembre del año 

2019, la A-Quo dispuso Declarar no probadas las excepciones de caducidad y/o 

prescripción y pago de la obligación, propuestas por la ejecutada y Ordena seguir 

adelante la ejecución. 

 

Dicha providencia fue objeto de recurso de apelación, 

siendo resuelto por esta Sala de Decisión Laboral, mediante Auto Interlocutorio N° 

015 del 23 de febrero del año 2021, confirmando la decisión de primera instancia. 
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DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Continuado el trámite procesal correspondiente, el 

Juzgado Doce Laboral del Circuito de Cali, mediante Auto Interlocutorio N° 1980 

del 21 de mayo del año 2021 decidió, para lo que interesa al recurso, Decretar el 

embargo y retención de los dineros que a cualquier título posea la UGPP, en 

cuentas de ahorros y corrientes en Banco Caja Social, Banco de Occidente, 

Bancolombia, Banco AVvilas y Banco Davivienda, Inclusive sobre los cuales exista 

protección legal de inembargabilidad, limitando la medida cautelar a la suma de 

$130’886.958,05. 

 

Para lo que interesa al recurso, basa su decisión en 

que, si bien la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP maneja recursos que 

gozan de la protección legal de inembargabilidad contenida en el artículo 134 de la 

ley 100 de 1993, la prohibición de embargar dichos recursos no es absoluta, 

debiendo procederse a decretar la medida sin la advertencia de inembargabilidad, 

pues lo que aquí se ejecuta deviene de una sentencia judicial que reconoció 

derechos pensionales a los demandantes. 

 

RECURSO QUE SE ESTUDIA 

 

El apoderado judicial de la parte ejecutada, Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social - UGPP, interpone recurso de reposición y en subsidio de 

apelación contra el Auto Interlocutorio N° 1980, manifestando en forma concreta 

que las presuntas deudas por conceptos pensionales o derivadas de estas y 

ejecutadas judicialmente no pueden pagarse con cargo a recursos públicos 

propios de la UGPP, sino con recursos parafiscales del sistema de seguridad 

social de que trata el art. 134 de la ley 100 de 1993, que son inembargables. 

 

Refiere que la UGPP no es pagadora de pensiones, y 

que el pago de las mesadas liquidadas por la UGPP, no se realiza con cargo a 
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recursos públicos propios de esta unidad, sino con los recursos parafiscales del 

Sistema General de Pensiones que le son asignados al Fondo de Pensiones 

Públicas - FOPEP, cuyos recursos se administran mediante encargo fiduciario 

(CONSORCIO FOPEP 2015). Este fondo sustituyó a CAJANAL en lo relacionado 

con el pago de las pensiones, asimismo puede sustituir el pago de esas mismas 

prestaciones que puedan estar a cargo de otras cajas de previsión o fondos 

insolventes del sector público del orden nacional. 

 

Además de lo anterior, refiere que la UGPP, conforme 

lo consolida el Decreto Nacional 575 del 22 de marzo de 2013, es una entidad 

administrativa del orden Nacional con personería jurídica, autonomía 

administrativa y patrimonio independiente, y por ende, con sus recursos públicos 

(que ahora se pretenden embargar) no se pagan pensiones, sino que están 

destinados a necesidades de interés general para la prestación del servicio 

público. 

 

Igualmente expone que además de que los recursos de 

la UGPP no corresponden al sistema de seguridad social, también están 

amparados por la protección constitucional y legal de inembargailidad, art. 63 de la 

Constitución, reglamentado por la Ley 1675 de 2013, articulo 19 del Decreto 111 

de 1996. Todo por corresponder a rentas incorporadas al presupuesto general de 

la nación (Ley 38/89 art. 16; L 179/94 art. 6, 55 inc. 30); y que, de embargarse las 

cuentas de la UGPP, se verían notoriamente afectados derechos de terceros, no 

involucrados en este trámite ejecutivo, y se propiciaría el incumplimiento de los 

deberes legales a cargo de la UGPP. 

 

Que de insistirse en el embargo judicial, en criterio de la 

Corte Suprema de Justicia, el juez debe sustentar la medida en ese orden 

inaplicar expresamente el art. 134 de la Ley 100 de 1993, previa ponderación de 

derechos, teniendo especial cuidado de embargar solo los recursos parafiscales 

de la seguridad social y no los recursos públicos propios de la UGPP, 

manifestando que esto se infiere de lo dicho por la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia, a través de la Sentencia N° 45470 de 14 de diciembre 
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de 2016 que reitera los fundamentos de las Sentencias 39697 de 208 de agosto 

de 2012 (sic), 40557 de 16 de octubre y 41239 de 12 de diciembre de 2012. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Previo al desarrollo del presente caso, debe la Sala 

advertir que el recurso de reposición fue resuelto por parte del Juzgado Doce 

Laboral del Circuito de Cali, mediante Auto Interlocutorio N° 2139 del 1 de junio del 

año 2021, bajo el argumento de que lo manifestado por el recurrente “… se 

enmarca en el tema de una falta de legitimación en la causa por pasiva, la cual no 

es propia de un proceso ejecutivo, menos aún en lo que se refiere al decreto de 

una medida cautelar, sino que esta debió alegarse en el proceso ordinario o en su 

defecto al momento de proponer las excepciones al mandamiento de pago, sin 

sea de recibo el argumento señalado por el apoderado recurrente.” 

 

Adicionalmente manifestó la juzgadora de instancia, 

sobre la procedencia del embargo, que “… lo que aquí se reclama es el 

cumplimiento de una sentencia que condenó al pago de una pensión de invalidez.” 

trayendo a colación una providencia proferida por parte de este Tribunal Superior, 

con ponencia del Magistrado German Varela Collazos, en Auto N° 221 del 1 de 

junio del año 2018, indicando que con esta providencia se desató el recurso de 

apelación interpuesto por la entidad ejecutada, con idénticos argumentos a los que 

hoy pretende hacer valer. 

 

Decantado lo anterior, observa la Sala que la pretensión 

del recurso de apelación se circunscribe concretamente a que se revoque la 

medida de embargo y retención decretada por parte del Juzgado Doce Laboral del 

Circuito de Cali, bajo dos supuestos concretos, siendo el (i) primero que la UGPP 

no es una entidad pagadora de pensiones, sino que las prestaciones que esta 

liquida se pagan con los recursos parafiscales del Sistema General de Pensiones 

que le son asignados al Fondo de Pensiones Públicas - FOPEP, y (ii) segundo, 

que además de que los recursos de la UGPP no corresponden al sistema de 

seguridad social, también están amparados por la protección constitucional y legal 
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de inembargailidad, por corresponder a rentas incorporadas al presupuesto 

general de la nación. 

 

Frente al primero de los argumentos expuestos por 

parte de la entidad recurrente, concuerda la Sala con lo manifestado por la 

juzgadora de instancia, en tanto que lo expresado por parte de la UGPP en su 

recurso hace clara referencia a que, en su criterio, se configuró una falta de 

legitimación en la causa por pasiva. 

 

Sin embargo, de la revisión del proceso ordinario que 

sirve de base a la presente ejecución, no se observa que dicha situación haya sido 

alegada en esa oportunidad, así como tampoco se presentó como excepción al 

mandamiento de pago en el presente proceso ejecutivo, no siendo de recibo que 

se alegue tal situación en esta instancia del proceso. 

 

En lo relativo al tema de la inembargabilidad, debe 

precisarse que el Sistema de Seguridad Social Integral expedido por la Ley 100 

del año 1993, consagra normas protectoras de las entidades que administran los 

fondos destinados a atender las contingencias en salud, pensiones y riesgos 

laborales, entre las cuales se incluye el artículo 134 de esta normatividad, el cual 

indica: 

 

“Artículo 134. Inembargabilidad. Son inembargables: 
 
1. Los recursos de los fondos de pensiones del régimen de ahorro individual con solidaridad. 
 
2. Los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media con prestación definida 
y sus respectivas reservas. 
 
3. Las sumas abonadas en las cuentas individuales de ahorro pensional del régimen de 
ahorro individual con solidaridad, y sus respectivos rendimientos. 
 
4. Las sumas destinadas a pagar los seguros de invalidez y de sobrevivientes dentro del 
mismo régimen de ahorro individual con solidaridad. 
 
5. Las pensiones y demás prestaciones que reconoce esta Ley, cualquiera que sea su cuantía, 
salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de 
cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre la materia. 
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6. Los bonos pensionales y los recursos para el pago de los bonos y cuotas partes de bono de 
que trata la presente Ley. 
 
7. Los recursos del fondo de solidaridad pensional. 
 
PARÁGRAFO. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, las cotizaciones voluntarias y 
sus rendimientos financieros solo gozarán de los mismos beneficios que la Ley concede a las 
cuentas de ahorro en UPAC, en términos de inembargabilidad.” 

 

De igual forma se reglamenta en el artículo 44 del 

Decreto 692 del año 1994, el cual expone: 

 

“Artículo 44. Inembargabilidad. Son inembargables los recursos de los fondos de reparto del 
régimen solidario de prima media con prestación definida y sus reservas. Así mismo, los 
recursos de los fondos de pensiones del régimen de ahorro individual con solidaridad y sus 
respectivos rendimientos. No obstante, tratándose de cotizaciones voluntarias a fondos de 
pensiones y de sus rendimientos, sólo gozarán en materia de inembargabilidad de los 
mismos beneficios que la ley concede a las cuentas de ahorro UPAC. 
 
Son igualmente inembargables todas las sumas destinadas al pago de los seguros de 
invalidez y de sobrevivientes dentro del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, así 
como los demás conceptos mencionados en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993.” 

 

Así también tenemos el artículo 93 del Decreto 1295 del 

año 1994 reitera el carácter de inembargabilidad de los dineros de los fondos 

pensionales, en los siguientes términos: 

 

“Artículo 93. Inembargabilidad. Son inembargables: 
 
a. Los recursos de la cuenta especial de que trata el artículo 94 de este decreto. 
 
b. Las sumas destinadas a la cobertura de las contingencias del Sistema General de Riesgos 
Profesionales<1>. 
 
c. Las pensiones y demás prestaciones que reconoce este decreto, cualquiera que sea su 
cuantía, salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de 
cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre la materia.” 

 

Concordante con lo anterior, puede verse lo 

manifestado en el artículo 344 del Código Sustantivo del Trabajo, que dispone: 

 

“Artículo 344. Principio y Excepciones. 
 
1. Son inembargables las prestaciones sociales, cualquiera que sea su cuantía. 
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2. Exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior los créditos a favor de las cooperativas 
legalmente autorizadas y los provenientes de las pensiones alimenticias a que se refieren los 
artículos 411 y Concordantes del Código Civil, pero el monto del embargo o retención no 
puede exceder del cincuenta por ciento (50%) del valor de la prestación respectiva.” 

 

Las normas antes citadas son concordantes en la 

protección de los fondos destinados al pago de las pensiones, sean estos del 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida o del Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad o del Sistema de Riesgos Laborales, de los acreedores 

comunes, situación que cede frente a los beneficiarios de las prestaciones 

económicas cuando ostentan como título sentencias judiciales que han declarado 

el derecho a su favor y condenado a la entidad administradora del fondo de 

pensiones; esto en atención a que, de mantenerse esa prohibición como parte de 

la excepción general, nunca un pensionado podrá hacer efectiva su pensión por la 

vía ejecutiva. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta que lo que se debate 

está íntimamente ligado a un derecho fundamental, derivado de la posibilidad de 

acceder en forma efectiva a la pensión de invalidez que reclama la actora, 

concordante con lo previamente expuesto, puede verse sobre el tema de 

inembargabilidad lo dicho en Sentencia C-1154 del 26 de noviembre del año 2008, 

MP. Clara Inés Vargas Hernández, en la cual expuso la Corte Constitucional lo 

siguiente: 

 

“PRINCIPIO DE INEMBARGABILIDAD DEL PRESUPUESTO-No es absoluto/PRINCIPIO DE 
INEMBARGABILIDAD DEL PRESUPUESTO-Reglas de excepción 
 
El Legislador ha adoptado como regla general la inembargabilidad de los recursos públicos 
consagrados en el Presupuesto General de la Nación. Pero ante la necesidad de armonizar 
esa cláusula con los demás principios y derechos reconocidos en la Constitución, la 
jurisprudencia ha fijado algunas reglas de excepción, pues no puede perderse de vista que el 
postulado de la prevalencia del interés general también comprende el deber de proteger y 
asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de cada persona individualmente 
considerada. La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u 
obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones 
dignas y justas; La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias 
judiciales para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en 
dichas providencias; y la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del 
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